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Bogotá, D.C., noviembre 19 de 2012
Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.: 
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 206 de la Ley 1564 de 2012, “Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones”.


Actor: JORGE HERNÁN GIL ECHEVERRY.


Magistrado Ponente: JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB. 
        
Expediente D-9324.


Concepto 5480
De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto en relación con la demanda que presentó en ejercicio de su ciudadanía JORGE HERNÁN GIL ECHEVERRY contra el artículo 206 de la Ley 1564 de 2012, “Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones”, cuyo texto se transcribe enseguida.
LEY 1564 DE 2012

(julio 12)

Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República
DECRETA:

(…)

CAPÍTULO IV
Juramento

Artículo 206. Juramento estimatorio. Quien pretenda el recono​cimiento de una indemnización, compensación o el pago de frutos o mejoras, deberá estimarlo razonadamente bajo juramento en la demanda o petición correspondiente, discriminando cada uno de sus conceptos. Dicho juramento hará prueba de su monto mientras su cuantía no sea objetada por la parte contraria dentro del traslado respectivo. Solo se considerará la objeción que especifique razonadamente la inexactitud que se le atribuya a la estimación. 
Formulada la objeción el juez concederá el término de cinco (5) días a la parte que hizo la estimación, para que aporte o solicite las pruebas pertinentes. 

Aun cuando no se presente objeción de parte, si el juez advierte que la estimación es notoriamente injusta, ilegal o sospeche que haya fraude, colusión o cualquier otra situación similar, deberá decretar de oficio las pruebas que considere necesarias para tasar el valor pretendido. 

Si la cantidad estimada excediere en el cincuenta por ciento (50%) la que resulte probada, se condenará a quien la hizo a pagar a la otra parte una suma equivalente al diez por ciento (10%) de la diferencia.

El juez no podrá reconocer suma superior a la indicada en el jura​mento estimatorio, salvo los perjuicios que se causen con posterioridad a la presentación de la demanda o cuando la parte contraria lo objete. Serán ineficaces de pleno derecho todas las expresiones que pretendan desvirtuar o dejar sin efecto la condición de suma máxima pretendida en relación con la suma indicada en el juramento. 

El juramento estimatorio no aplicará a la cuantificación de los daños extrapatrimoniales. Tampoco procederá cuando quien reclame la indem​nización, compensación los frutos o mejoras, sea un incapaz. 

Parágrafo. También habrá lugar a la condena a que se refiere este artículo, en los eventos en que se nieguen las pretensiones por falta de demostración de los perjuicios. En este evento la sanción equivaldrá al cinco (5) por ciento del valor pretendido en la demanda cuyas preten​siones fueron desestimadas. 

1. Planteamiento de la demanda. 

El actor considera que el artículo demandada, al exigir que se sustente en pruebas la cuantía de los daños, la compensación o el pago de frutos o mejoras que pretenda el demandante, o la objeción que haga el demandado, vulnera los derechos a un debido proceso y a acceder a la administración de justicia. En cuanto al primer derecho, señala que al exigir una prueba anticipada se vulnera el derecho de defensa, que hace parte del debido proceso. En cuanto al segundo derecho, arguye que el exigir la presentación de experticias como un requisito de procedibilidad para la acción frustra el acceso a la justicia de las personas que no cuentan con los recursos económicos necesarios para sufragar el costo de las mismas. 

2. Problema jurídico.

Corresponde establecer si el artículo 206 de la Ley 1564 de 2012, al prever que quien pretenda una indemnización, compensación o el pago de frutos o mejoras, debe estimarlo de manera razonada en la demanda bajo la gravedad de juramento, y que quién objete dicha estimación debe especificar de manera razonada la inexactitud en que incurre ésta, vulnera los derechos al debido proceso y a acceder a la administración de la justicia.
3. Análisis jurídico.

La Constitución Política, en su artículo 150.2, establece una cláusula general de competencia, en virtud de la cual el legislador goza de un amplio margen de configuración para regular procedimientos, términos, efectos y demás aspectos de las instituciones procesales. En ejercicio de esta competencia, el legislador puede fijar las formas propias de cada juicio, valga decir, regular el trámite de los procesos que se surten ante las autoridades judiciales.
La competencia del legislador no se puede ejercer por fuera de los parámetros constitucionales. Dentro de estos parámetros tienen especial relevancia los derechos fundamentales de las personas, el principio de prevalencia del derecho sustancial sobre el derecho adjetivo, y los principios de razonabilidad y proporcionalidad. 

El actor asume que la norma demandada, relativa al juramento estimatorio, al prever que el interesado debe estimar de manera razonada la cuantía de su pretensión, bajo la gravedad de juramento, o estimar de manera razonada la objeción que se haga a la estimación de la pretensión, implica de manera necesaria presentar en el proceso, como requisito de procedibilidad una experticia previa o un dictamen pericial.

Bajo la convicción de que la estimación razonada que debe hacer, según sea el caso, la parte demandante o demandada, implica de manera necesaria aportar una prueba anticipada, el actor afirma que la norma sub examine vulnera el derecho de defensa y el derecho de acceder a la administración de justicia. 
La particular inteligencia que hace el actor de la norma demandada es desafortunada. Y lo es, porque asume como necesaria la práctica de una prueba anticipada, para poder estimar de manera razonada la cuantía de una pretensión o para poder plantear una objeción a la misma. 

El perjuicio o daño que da lugar a una indemnización, compensación o el pago de frutos o mejoras, es objetivo y cuantificable. Ni su existencia ni su cuantía dependen de la mera voluntad de las personas, ni están sometidos a vaivén de su opinión. Por ello, al momento de estimar su valor, no se puede proceder de manera subjetiva, caprichosa o arbitraria, sino que es menester actuar de manera razonada, como lo exige la ley. 

El dar cuenta de los parámetros que se emplea para realizar dicha estimación y de su justificación, no es una exigencia desproporcionada o irrazonable, que obligue al interesado a practicar una experticia. Así lo precisa la Corte en la Sentencia C-472 de 1995, al estudiar la exequibilidad del artículo 211 del Código de Procedimiento Civil, que regulaba el juramento estimatorio, al advertir que se trata de un mecanismo destinado a concretar o valorar en una suma de dinero la pretensión que se demanda.
La norma sub examine exige a las partes estimar de manera razonable su pretensión o su objeción a la misma. Esta exigencia hace que el proceso parta de una base objetiva y seria, y no de las meras ilusiones o aspiraciones injustificadas de las partes. Y es que las partes tienen el deber de obrar con rigor y razonabilidad en el proceso, y no movidas por un impulso pendenciero o conflictivo. El que su dicho o estimación sobre un hecho objetivo y cuantificable, como es la pretensión relativa al perjuicio o daño que da lugar a una indemnización, compensación o el pago de frutos o mejoras, deba ser razonable, no es una carga desproporcionada o injustificada, sino apenas la concreción de un deber con los demás sujetos procesales y con la administración de justicia.

En este contexto es erróneo asumir, como lo hace el actor, que toda estimación razonada de la pretensión o de la objeción a la misma, implica de manera necesaria la práctica de una experticia o dictamen pericial previo. Y es erróneo porque el actor, en su interpretación, hace decir al texto legal lo que no dice, y, lo que es más grave, lo hace decirlo como si se tratase de un presupuesto necesario.
En vista de las anteriores circunstancias, la demanda no satisface el mínimo argumentativo de certeza, ya que no recae sobre una proposición jurídica real y existente en el ordenamiento jurídico, sino sobre un contenido normativo deducido de manera subjetiva e injustificada por el actor. Por lo tanto, el Ministerio Público solicitará a la Corte que se inhiba de pronunciarse de fondo sobre la exequibilidad del artículo 206 de la Ley 1564 de 2012.
4. Conclusión.

En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte que se INHIBA de pronunciarse de fondo sobre la exequibilidad del artículo 206 de la Ley 1564 de 2012, por ineptitud sustantiva de la demanda.

Señores Magistrados,
ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación
LJMO/NROA
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